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Un tema polémico desde hace años, en la doctrina y jurisprudencia, ha sido 
el del concepto de valor en el Derecho Tributario y las facultades de la Adminis-
tración en la comprobación del mismo. No es mi propósito en esta comunicación 
abordar la generalidad de las cuestiones conectadas al tema de la valoración, 
antes al contrario, quisiera hacer una reflexión relacionada con el título general 
de la ponencia respecto a la comprobación de valores en los tributos cedidos. 
En aquellos Estados cuya organización territorial determina la existencia de 
diversas Haciendas Públicas, normalmente relacionadas entre sí, el reparto del 
sistema de recursos tributarios puede dar lugar, como ocurre en el caso español, 
a ciertas figuras tributarias cuya titularidad, en cuanto a su regulación normati-
va, pertenece al Estado pero cuya gestión y recaudación está cedida a las Co-
munidades Autónomas. (1) 
Precisamente entre estos tributos cedidos se encuentran aquellos cuya base 
imponible está determinada por el valor real de los bienes y derechos (2) y en 
los cuales, por tanto, la comprobación de valores se convierte en pieza clave 
para la cuantificación de la deuda tributaria. La correcta comprobación del 
valor, y su rectificación aumentando el declarado por el contribuyente, no su-
pone, en este caso, el mero ejercicio de una función de la Administración sino 
que tiene una importancia crucial para el ente acreedor que sólo puede ver au-
mentada la recaudación en estos tributos a través de esta vía al tener vedada la 
capacidad legislativa respecto a los mismos (3). A este fundamento, en algunas 
(1) Cfr. arts. 81, 147, 157 Constitución Española (CE); arts. 1 O, 11, 19 Ley Orgánica 8/1980, de 
22 de septiembre de Financiación de las Comunidades Autónomas; Ley 30/1983, de 28 de diciem-
bre, reguladora de la cesión de tributos del Estado a las Comunidades Autónomas. 
(2) Cfr. art. 9 Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones; 
art. 1 O Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos jurídicos Documentados. 
(3) A título ejemplificativo, en la Comunidad Valenciana en el año 1994 de un total de 
202.465 valoraciones con un valor declarado de 1.693.171 .531 ptas. el valor comprobado fue de 
2.200.871.523, lo que supuso un incremento de 561.699.992 o en términos porcentuales del 
34,27 %. Este porcentaje medio se desagrega por provincias en: 50,99 % en Alicante; 34,19 en 
Castellón y 21,20 en Valencia (Informe de la Inspección General del Ministerio de Economía y Ha-
cienda). 
ocasiones, recaudatorio de la comprobación de valores coadyuva la indetermi-
nación por parte del legislador del concepto de valor real. Son los técnicos de 
la Administración los que aplicando complejos índices y módulos en los que 
motivar la valoración obtienen una cifra que coincidirá o no con el valor decla-
rado por el contribuyente. 
Son, por tanto, varios los problemas que concurren en este tema y que se-
guidamente paso a desarrollar: en primer lugar, la utilización de términos inde-
terminados por parte del legislador en la definición de la base imponible, lo 
que puede provocar el efecto de la deslegalización de un elemento esencial del 
tributo; en segundo lugar, la posible vulneración del principio de legalidad a 
través de la comprobación de valores; y, en tercer lugar, las distorsiones que 
puede crear la existencia de tributos en los que la regulación legislativa y la titu-
laridad del crédito tributario aparece disociada en diferentes entes territoriales. 
Con respecto al primer problema, la utilización por parte del legislador del 
concepto de valor real ofrece un caldo de cultivo idóneo a la inseguridad jurídi-
ca, en cuanto no aparece ni la definición del término de valor real ni cómo se 
refleja en términos monetarios (4). La inconcreción de la base imponible en 
estos tributos no impide al legislador declarar que la determinación de la misma 
se realizará a través del método de estimación directa, lo que debe suponer la 
cuantificación inmediata de la base imponible sin la utilización de índices, mó-
dulos o presunciones, que ofrezcan una cifra aproximada pero no real respecto 
a la definición normativa de la base imponible. (5) 
(4) Como dice, en este sentido, AGULLÓ AGÜERO, A.: "El valor real es una magnitud ideal, 
valga la paradoja, un concepto abstracto que debe ser concretado, primero, por el interesado en su 
declaración, y después por la Administración a través del expediente de comprobación". En "La 
valoración de inmuebles en la imposición patrimonial. Valor catastral y Valor real en la Contribu-
ción Territorial Urbana, Impuesto sobre Bienes Inmuebles e Impuesto sobre Sucesiones y Donacio-
nes". En Valoración en Derecho Tributario. IEF. Madrid, 1991, pág. 247. Del mismo modo POVE-
DA BLANCO, F.: "Obsérvese que se trata del valor real y no del valor efectivo ni del precio cierto o 
el independiente, valor de mercado, valor neto contable, valor venal, ni del catastral o de ningún 
otro valor administrativo. Se trata, en fin, de un valor que encierra la necesidad de su concreta y 
singular determinación y previamente de su definición". En "La comprobación de valor de los 
transmitidos. Un problema en vías de solución". Palau 14, n.0 22, 1994, pág. 49. 
(5) Según la definición que hizo SAINZ DE BUJANDA y que luego fue seguida con unos u 
otros matices por la doctrina posterior, "lo esencial en el concepto de determinación directa es que 
lo que se persigue con ella (cualesquiera que sean los medios empleados) es certidumbre sobre la 
realización del hecho imponible y sobre las dimensiones del elemento material de ese hecho que 
la ley haya asumido como base imponible. El calificativo de directa se emplea para destacar que el 
conocimiento que se persigue no se obtiene a través de índices o de presunciones, sino de modo 
inmediato. Esto es, tomando posesión de los datos en los que se exprese la constitución de la base 
y que permitan, consiguientemente, efectuar una auténtica evaluación de aquella". En "Los méto-
dos de determinación de las bases imponibles y su proyección sobre la estructura del sistema tribu-
tario". Hacienda y Derecho. T. VI, IEP. Madrid, 1973, pág. 211-212. 
Ahora bien, la diferencia clara entre estimación directa y objetiva que se 
produce en los tributos que gravan la renta, es más complicada cuando nos re-
ferimos a tributos cuya base imponible supone la valoración de los bienes. En 
estos tributos, al establecer que la determinación de la base imponible se hará a 
través del método de estimación directa se deja a la Administración y a los con-
tribuyentes con la labor de cuantificar un concepto que por su propia naturale-
za es indeterminado, ambiguo y subjetivo; y ello a pesar de que la mayoría de 
la doctrina, e incluso la Administración, en aras de una mayor objetividad, haya 
intentado interpretar valor real con valor de mercado (6). Pero, en ambos casos, 
la valoración de los bienes y derechos se convierte en una de las cuestiones 
más controvertidas entre la Administración y los administrados a la hora de 
cuantificar la deuda tributaria: el sujeto pasivo tenderá a declarar como valor, 
en el caso de ser veraz, el precio; la Administración dejará en manos de peritos 
la comprobación de ese valor; y estos últimos se auxiliarán de índices o módu-
los incomprensibles, en unos casos, y desconocidos, en otros, para los contribu-
yentes. (7) 
En teoría, las opciones que existen en cuanto a la valoración son dos: la va-
loración según el valor real o de mercado o la valoración según criterios auto-
máticos u objetivos fijados en la ley. La segunda de las opciones es la recogida 
por la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, en cuya Ex-
posición de Motivos se reconoce explícitamente que: "La reforma de los ele-
mentos estructurales del Impuesto sobre el Patrimonio plantea como problema 
central el de la valoración de los distintos elementos patrimoniales de los que es 
titular el sujeto pasivo. La regla más acorde de una justa determinación de la 
capacidad contributiva, como es la que remite esta cuestión al valor de merca-
do, debe ceder en muchos casos su lugar a reglas específicas de valoración en 
beneficio de la seguridad jurídica del contribuyente que no puede discutir 
anualmente con la Administración dicho valor con respecto a sus bienes". 
En cambio, el método estimativo u objetivo consiste en calcular la base imponible presuntiva-
mente mediante el empleo de índices, esto es, de signos objetivos o de presunciones. Según 
PALAO TABOADA "Desde el punto de vista jurídico, por consiguiente, lo único que permite distin-
guir el'método objetivo' del'directo', si se refieren estas expresiones a las técnicas legislativas es 
la utilización en el primero de ellos del mecanismo de la ficción". En "La estimación objetiva sin-
gular''. CREOF, n.0 2, 1974, pág. 376. 
(6) Vid. entre otros: CALVO ORTEGA, R.: en La fiscalidad de las sucesiones y las donaciones. 
Lex Nova, Valladolid, 1989, pág. 347 y ss. ESEVERRI MARTÍNEZ, E.: "La valoración en el Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales". En Valoración en Derecho Tributario. IEF. Madrid,1991, pág. 
133yss. 
(7) A este respecto, basta con analizar las normas técnicas de valoración para la determinación 
del valor catastral, que son las que utilizan también los peritos de la Administración últimamente 
para motivar la comprobación de valores en los tributos cedidos, para presumir el escaso grado de 
comprensión que puede obtener de su lectura un contribuyente medio. 
El sistema de aplicación de reglas objetivas de valoración fijadas por el le-
gislador, que es la opción acogida en la regulación del Impuesto sobre el Patri-
monio, ofrece la ventaja de la sencillez y la seguridad, ya que la actividad de 
comprobación por parte de la Administración se limita a la labor casi automáti-
ca de verificar la adecuada aplicación de los criterios de valoración. 
La utilización de estos criterios de valoración puede plantear reparos desde 
el punto de vista de la capacidad contributiva por la posible inadecuación entre 
el objeto del tributo y la cuantificación de la base imponible, pero al menos res-
peta el principio de legalidad al venir establecido en la ley el modo de determi-
nar esta valoración. (8) 
No ha ocurrido lo mismo en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y 
en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales en que se sigue manteniendo 
el valor real de los bienes y derechos como base imponible, sin definir en nin-
guno de los dos casos, ni por vía legal ni reglamentaria, qué debe entenderse 
por valor real, pero obligando a los sujetos pasivos a consignar el valor real que 
atribuyen a cada uno de los bienes y derechos incluidos en su declaración. En 
mi opinión, las leyes que regulan ambos impuestos no contienen los elementos 
esenciales para cuantificar la base imponible. (9) 
Es consustancial, por tanto, con estos impuestos, la comprobación de valo-
res que efectúa la Administración utilizando los medios previstos en el artículo 
52 de la Ley General Tributaria. (1 O) 
(8) Como dice PERIS GARCÍA, P.: "Puesto que la valoración dada a los bienes objeto del tribu-
to es la que sirve de base para la cuantificación de la deuda tributaria, no puede dejarse a la regu-
lación reglamentaria, sino que los criterios de valoración deben ser adoptados por el legislador. El 
principio de reserva de ley en materia tributaria así lo exige". En "La valoración de los bienes en el 
Ordenamiento Tributario español". Palau 14, n.0 22, 1994, pág. 29. 
(9) La Sentencia del Tribunal Constitucional de 11 de diciembre de 1992 establece, con res-
pecto a la base imponible, lo siguiente: "En cuanto elemento necesario para la determinación del 
importe de la cuota tributaria, también la base imponible es un elemento esencial del tributo y, en 
consecuencia, debe ser regulado por Ley. No puede desconocerse, sin embargo, que en un sistema 
tributario moderno la base imponible puede estar integrada por una pluralidad de factores de muy 
diversa naturaleza cuya fijación requiere, en ocasiones, complejas operaciones técnicas. Ello expli-
ca que el legislador remita a normas reglamentarias la concreta determinación de algunos elemen-
tos configuradores de la base. Se hace así preciso determinar cuál es el ámbito de la regulación de 
la base imponible que debe quedar necesariamente reservada al legislador; análisis que debe lle-
varse a cabo en función de las circunstancias de cada caso concreto y a partir de la naturaleza y 
objeto del tributo de que se trata" (Fj 7.0). 
Si bien la sentencia no contiene una doctrina explícita acerca de cuál sea ese ámbito de la 
base imponible reservado a la ley, en su análisis de la regulación de la base imponible en el Im-
puesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos contenida en el artículo 355.5 del TRRL de 18 de 
abril de 1986, fundamenta la constitucionalidad del precepto en que "se trata, en todo caso, de 
elementos esenciales para poder cuantificar la base imponible definida por el legislador, pues su 
ausencia impediría calcular adecuadamente el incremento de valor objeto del gravamen". 
(1 O) Según el artículo 52.1 de la Ley General Tributaria, "El valor de las rentas, productos, bie-
Desde un punto de vista teórico esta comprobación de valores no debe 
confundirse con los regímenes de determinación de la base imponible. En este 
sentido Agulló Agüero ha manifestado que: "el caso de la comprobación de va-
lores es completamente diferente al de los regímenes de determinación de 
bases, pues, aunque su objeto sea un elemento de la base imponible, la com-
probación de valores, como cualquier otro tipo de comprobación tributaria, no 
determina jamás el contenido de la base imponible; de ahí la enorme distancia 
entre ambos tipos de normas. Los regímenes de determinación de bases, excep-
ción hecha de la estimación indirecta, son normas materiales respecto de las 
que la comprobación de valores desempeñan una función instrumental". (11) 
Si bien estamos de acuerdo con la citada autora en sede teórica, la situa-
ción que se produce, en nuestra opinión, respecto a la comprobación de valo-
res en los tributos cedidos puede ser en la práctica diferente. 
El legislador en estos tributos se ha decantado por la opción contraria a la 
utilizada en el Impuesto sobre el Patrimonio: no se fijan criterios ni reglas espe-
cíficas de valoración; el valor que debe ser declarado es el valor real. El contri-
buyente declarará normalmente el precio, porque considere que se adecúa al 
valor real, o deberá asesorarse de un técnico ya que la ley no establece en nin-
gún momento cómo obtener este valor real. Por otra parte, la Administración, 
haciendo uso de los medios que le autoriza el artículo 52 utiliza el dictamen de 
peritos o técnicos de la Administración. Y es aquí donde se producen las mayo-
res facultades de la Administración en la cuantificación del tributo, ya que la 
nes y demás elementos del hecho imponible podrá comprobarse por la Administración tributaria 
con arreglo a los siguientes medios: a) Capitalización o imputación de rendimientos al porcentaje 
que la ley de cada tributo señale o estimación por los valores que figuren en los registros oficiales 
de carácter fiscal. b) Precios medios en el mercado. e) Cotizaciones en mercados nacionales y ex-
tranjeros. d) Dictamen de peritos de la Administración. e) Tasación pericial contradictoria. O Cua-
lesquiera otros medios que específicamente se determinen en la ley de cada tributo". 
A este precepto remiten los artículos 18 y 46 de la ley del Impuesto sobre Sucesiones y Dona-
ciones y 46 del Texto refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos jurídicos 
Documentados respectivamente. 
(11) AGULLÓ AGÜERO, A.: "La comprobación de valores. Comentario crítico al artículo 52 
de la Ley general Tributaria". En Comentarios a la Ley general Tributaria y líneas para su reforma. 
1 E F. Madrid, 1991, pág. 841. 
En el mismo sentido, la citada autora, abundando en esta diferenciación, establece que: "La 
comprobación de valores como la comprobación tributaria en general, constituye el ejercicio de 
una potestad administrativa que se encuadra dentro del procedimiento de gestión de los tributos, 
cuyo ejercicio es eventual y cuya procedencia determina libremente la Administración en cada 
caso concreto, a diferencia de lo que ocurre con los regímenes de determinación de la base impo-
nible, cuya procedencia viene determinada por la ley, por lo que incluso desde esta perspectiva 
será absurdo entender que la comprobación de valores puede autónomamente, como en ocasiones 
ocurre con los regímenes de determinación de bases, dotar de contenido material a la base impo-
nible, pues estaríamos dejando en manos de la Administración la determinación de un elemento 
esencial del tributo sujeto a reserva de ley". 
ley no determina ningún método o procedimiento en esta valoración pericial, 
hasta tal punto que ha sido la jurisprudencia la que ha ido depurando estas va-
loraciones administrativas a fuerza de estimar los recursos de los contribuyentes 
contra las mismas. (12) 
Hasta tal punto es conflictiva la comprobación de valores en esta materia 
que las notificaciones referentes a las mismas han ido incluyendo, si bien cual 
fórmulas de estilo, las exigencias mantenidas por los tribunales. En este sentido, 
uno de los procedimientos utilizados en la valoración de los bienes, por algunas 
Administraciones autonómicas, ha sido la aplicación de las normas contenidas 
en el Real Decreto 1020/1993, de 25 de junio, por el que se aprueban las nor-
mas técnicas de valoración y el cuadro marco de valores del suelo y de las 
construcciones para determinar el valor catastral de los bienes inmuebles de na-
turaleza urbana. 
Por último, en un mayor intento por parte de las Administraciones autonó-
micas de objetivizar la comprobación de valores, se está imponiendo que por 
valor real se entienda el valor de mercado y éste a su vez se determine a partir 
del valor catastral fijado por la Administración. Así, se argumenta que el valor 
de mercado para los bienes inmuebles no es desconocido para la Administra-
ción ya que cuenta con el respaldo legal que le confiere el artículo 66.2 de la 
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en el 
que se le otorga el papel de referencia inexcusable para la fijación del valor ca-
tastral. Esta abstracta referencia se ha visto concretada a través de la Resolución 
de 15 de enero de 1993 del Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributa-
ria que cuantifica la relación entre el valor de mercado y el valor catastral en el 
coeficiente 0,5. Es decir, que para todos aquellos bienes inmuebles situados en 
(12) ESEVERRI MARTÍNEZ ha realizado una síntesis de los postulados mantenidos por nuestra 
jurisprudencia más reciente de la que podemos destacar la siguiente doctrina: 1.0 la valoración 
debe ser razonada y analítica, con expresión de los criterios tenidos en cuenta para proceder a la 
misma; 2.0 la valoración no puede reducirse a una opinión del perito ni siquiera se puede limitar a 
realizar un cálculo aritmético del valor del bien sometido a gravamen; 3.0 la valoración debe partir 
de un soporte físico necesario que es el bien que se pretende valorar y, a tal efecto, ese bien debe 
ser descrito en sus características o circunstancias físicas teniendo en cuenta, cuando se trate de 
bienes inmuebles, su estado de conservación, antigüedad, zona en la que se encuentre ubicado y 
uso reservado al mismo, edificabilidad e índices correctores que le sean de aplicación, tipo de 
construcción y estado de conservación, valor por metro cuadrado etc. En "El valor real y el Im-
puesto sobre Transmisiones". Ob. cit., págs. 181-184. 
Esta reiterada jurisprudencia ha tenido su fruto de forma indirecta en las normas que desarro-
llan la regulación de la Tasación pericial contradictoria que se contienen en el Reglamento del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos jurídicos Documentados (Real Decreto 
828/1995, de 29 de mayo); en efecto, el artículo 120 del citado Reglamento permite el aplaza-
miento de la solicitud de Tasación Pericial Contradictoria a la resolución del recurso o reclamación 
que se promueva contra la notificación administrativa que no contenga expresión suficiente de los 
datos y medios tenidos en cuenta para elevar los valores declarados. 
municipios en los que los valores catastrales se hayan revisado o modificado su 
valor catastral es, según esta resolución, el 50 por cien de su valor de mercado. 
Por lo tanto, llevado este razonamiento a sus últimas consecuencias el valor real 
de los bienes en los tributos cedidos, si ha de coincidir con el valor de merca-
do, será el doble del valor catastral. (13) 
No es posible ignorar que la aplicación de estas instrucciones por parte de 
la Administración confiere seguridad al contribuyente, en el sentido que puede 
saber de antemano cuál va a ser la cuantificación que va a realizar la Adminis-
tración de los bienes transmitidos, pero no menos evidente resulta que esta ob-
jetivación arrastra consigo la determinación legal de la base imponible, la cual 
queda fijada a través de los módulos y parámetros establecidos en las normas 
reglamentarias que fijan el procedimiento para determinar el valor catastral y 
hasta de una resolución administrativa que determina un módulo objetivo para 
hallar el valor de los bienes. 
Aunque sigamos moviéndonos en el ámbito de la comprobación adminis-
trativa, ésta se va asemejando, en la práctica, a un método de determinación 
objetiva de la base imponible. Es cierto que frente a la comprobación de valores 
el sujeto pasivo puede solicitar la tasación pericial contradictoria, lo que no pro-
cedería en el caso de aplicación de un método objetivo de determinación de la 
base imponible, pero ésta no puede convertirse tampoco en un medio ordinario 
-cada vez más desarrollado por cierto- para finalmente dirimir los conflictos 
entre la Administración y los contribuyentes. 
Si la Administración, en realidad, no está comprobando la veracidad de un 
dato declarado por el contribuyente sino aplicando unos módulos o índices 
para conferir un determinado valor al bien, que prevalece frente al atribuido por 
el contribuyente en caso de discrepancia, nos estamos moviendo en una línea 
difusa entre la comprobación administrativa y la determinación de un compo-
nente de la base imponible. 
(13) A título de ejemplo, ha recogido esta doctrina la Instrucción de 26 de abril de 1995 de la 
Consellería de Economía y Hacienda de la Comunidad Valenciana, que establece las siguientes 
instrucciones: "Primera. Las actuaciones de comprobación de valor que se realicen en el ámbito 
territorial de la Comunidad Valenciana respecto de bienes inmuebles que hayan sido objeto de 
transmisiones sujetas al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos jurídicos Documenta-
dos o al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones a partir del1 de enero de 1994, deberán consi-
derar si el valor catastral del bien inmueble trasmitido ha sido objeto de revisión o modificación 
con efectos de 1 de enero de 1994 o ejercicios posteriores; Segunda, cuando así hubiera sido, se 
considerará, en general, que el valor comprobado no podrá superar el que resulte de multiplicar 
por dos el valor catastral revisado o modificado que posea el bien a la fecha de la transmisión, de-
biendo incluirse en la preceptiva motivación del acto administrativo de comprobación una referen-
cia a la línea argumental contenida en los tres últimos párrafos de la parte expositiva de las presen-
tes instrucciones. El valor así determinado tendrá la consideración de base imponible, salvo que el 
valor declarado por los interesados fuese superior, en cuyo caso prevalecerá este último". DOGV, 
18 de abril de 1995. 
Por otro lado, la utilización por parte de los peritos de la Administración 
bien de las normas técnicas para hallar el valor catastral fijadas en las normas 
reglamentarias que las regulan o bien la multiplicación automática de los valo-
res catastrales, tiene consecuencias importantes en la cuantificación de la base 
imponible de otros tributos. 
En este sentido, la valoración de los bienes inmuebles en el Impuesto sobre 
el Patrimonio se realiza tomando el mayor valor de los siguientes: el valor catas-
tral, el comprobado por la Administración a efectos de otros tributos -que ahora 
puede ser en algunas Comunidades Autónomas el doble del valor catastral- o el 
precio o contraprestación o valor de la adquisición. (14) 
Asimismo el artículo 14.7 del Texto Refundido del Impuesto sobre Transmi-
siones Patrimoniales contiene la polémica norma según la cual si el valor com-
probado por la Administración excede del consignado por las partes en más del 
20 por cien de éste y dicho exceso es superior a 2.000.000 de pesetas, este últi-
mo, sin perjuicio de la tributación que le corresponda por este impuesto, tendrá 
para el transmitente y para el adquirente las repercusiones tributarias de los in-
crementos patrimoniales derivados de transmisiones a título lucrativo. 
Hay que tener en cuenta, además, que incluso para la determinación del 
valor catastral, las Órdenes Ministeriales anteriores al Real Decreto 1020/1993 
suscitaron dudas de constitucionalidad, ya que el desarrollo reglamentario de la 
ley reguladora de las Haciendas Locales está atribuido al Gobierno de la Na-
ción y no al Ministro de Economía y Hacienda. (15) 
En mi opinión, habida cuenta del callejón sin salida a que ha llevado tanto 
a la Administración como a los contribuyentes el concepto de valor real, éste 
debería ser determinado por el legislador bien utilizando reglas específicas de 
valoración como ocurre en el Impuesto sobre el Patrimonio, bien fijando índi-
ces objetivos que aparezcan en la propia ley. 
No se trata de la discusión acerca de si el valor comprobado de los bienes 
debe comunicar sus efectos a otros tributos (principio de unidad), que es el que 
prevalece en el momento actual, o si pueden valorarse los bienes de modo dis-
tinto según el impuesto de que se trate (principio de estanqueidad), sino de que 
(14) Cfr. artículo 1 O Ley 19/1991, de 6 de junio, del impuesto sobre el Patrimonio de las Perso-
nas Físicas. 
(15) Vid. Comentario a la OM de 28 de diciembre de 1989. En Ca.T. n.0 108, 1990. 
Por otra parte, la cuestión de la atribución de potestad reglamentaria al Ministro de Economía y 
Hacienda en materia tan importante como la determinación de la base imponible corre el riesgo 
de consolidarse en nuestro Ordenamiento si tenemos en cuenta la delegación que el artículo 69 de 
la Ley del impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas hace en el Ministro de Economía y Ha-
cienda para la determinación del rendimiento neto de las actividades empresariales y profesionales 
en estimación objetiva por signos, índices y módulos. Vid. NAVARRO FAURE, A.: "Adecuación de 
la Estimación objetiva por signos, índices y módulos a la justicia tributaria". Pala u 14, n.o 21, pág. 
70 y SS. 
sea el legislador el que fije conceptos unívocos al definir la base imponible de 
un tributo y establezca los medios para su cuantificación lo más adecuados po-
sible al objeto del gravamen. 
La última cuestión que, en mi opinión, agrava aún más el problema de la 
cuantificación por parte de la Administración de estos tributos es su carácter de 
impuestos cedidos a las Comunidades Autónomas. 
Asistimos en nuestro país a un proceso de revisión del actual sistema de fi-
nanciación de las Comunidades Autónomas diseñado por la Constitución de 
1978 y por la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas 
de 1980. El principal defecto que se denuncia del mismo es el del escaso grado de 
corresponsabilidad fiscal, lo cual significa, en términos generales, que la capa-
cidad de las Comunidades Autónomas para decidir y administrar autónoma-
mente sus ingresos y responsabilizarse de ello ante los ciudadanos es muy limi-
tada. 
En efecto, aunque se trata de entes con plena capacidad legislativa, el poder 
de establecer tributos propios aparece muy limitado por el artículo 6 de la Ley 
Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas que establece la 
prohibición de que los tributos que establezcan las Comunidades Autónomas 
recaigan sobre hechos imponibles ya gravados por el Estado. 
Por lo tanto, la mayor parte de los ingresos tributarios de las Comunidades 
Autónomas proceden de los tributos cedidos, respecto de los cuales, las Comu-
nidades Autónomas no tienen ninguna potestad normativa. Tal vez un avance 
importante hacia la corresponsabilidad fiscal sea el otorgar capacidad normati-
va a las Comunidades Autónomas en estos tributos (16). En primer lugar permi-
tiría reducir la nunca confesada utilización de la comprobación de valores para 
aumentar la recaudación y, en segundo lugar, permitiría utilizar un vehículo 
normativo apto, como sería una ley autonómica, en la determinación de la base 
imponible de estos tributos. 
No sería obstáculo a esta solución los principios constitucionales de igual-
dad y libertad de residencia y circulación contenidos en los artículo 14 y 19 de 
la Constitución respectivamente. Respecto del primero porque como ya ha teni-
do ocasión de manifestar el Tribunal Constitucional (17), salvaguardada la iden-
tidad básica de derechos y deberes de todos los ciudadanos, las cargas fiscales 
que deban soportar pueden ser distintas. De ahí que la propia Constitución pre-
vea la posibilidad de que las Comunidades Autónomas establezcan recargos 
(16) En este sentido FERREIRO LAPATZA ha manifestado que: "Siempre he entendido que la 
corresponsabilidad fiscal de las Comunidades Autónomas debe procurarse modificando la LOFCA 
y transformando los actuales impuestos cedidos, debidamente adaptados, en impuestos propios de 
la Comunidad Autónoma". En "Régimen jurídico de la financiación autonómica: la corresponsabi-
lidad fiscal y la STC 150/1990, de 4 de octubre de 1990". RHAL, 1991, pág. 82. 
(17) STC 182/1986, de 26 de febrero. 
sobre impuestos estatales y de que tengan sus propios impuestos, tasas y contri-
buciones especiales. De lo que se deriva que la radicación en una Comunidad 
Autónoma pueda ser una circunstancia que justifique un tratamiento fiscal dis-
tinto al que se obtendría en otra Comunidad Autónoma. Respecto a la libertad 
de residencia, porque una cosa es elegir libremente la residencia, y otra, las 
condiciones tributarias establecidas en cada Comunidad Autónoma. (18) 
Pero es que además en el momento actual, y como consecuencia de la si-
tuación que he descrito acerca de la comprobación de valores, se produce una 
situación muy peculiar. En efecto, la normativa de los tributos cedidos es idénti-
ca en todas las Comunidades Autónomas cuyo sistema de financiación se basa 
en el régimen general de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades 
Autónomas, ya que la normativa es estatal, pero, sin embargo, el sistema de va-
loración que utilicen las distintas Administraciones autonómicas para compro-
bar los valores declarados, puede conducir a una presión fiscal diferente por los 
mismos tributos o, dicho en otros términos, a una cuantificación distinta de la 
deuda tributaria según los índices o parámetros de valoración que se utilicen. 
En definitiva, la indeterminación por parte de la ley de los criterios que 
deben conducir a la determinación del concepto elegido como base imponible 
puede producir, en el caso de que esté disociada la capacidad legislativa y la 
capacidad de gestión, a un trato desigual por razón del territorio siendo idéntica 
la capacidad contributiva puesta de manifiesto y siendo uniforme la normativa 
tributaria que pretende gravarla. 
Las conclusiones que se desprenden de esta situación, meramente ejemplifi-
cativa, pero cuyas consecuencias permiten reflexionar sobre cuestiones de ca-
rácter general son las siguientes. 
Después de una época en que la estimación directa de las bases imponibles 
se generaliza en el Ordenamiento tributario como exigencia lógica de la consa-
gración de principios constitucionales de justicia tributaria, asistimos a un pro-
ceso de objetivación en la determinación de las bases imponibles. Existen 
numerosos ejemplos en nuestro ordenamiento: la estimación objetiva en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas; el régimen simplificado en el Im-
puesto sobre el Valor Añadido; las reglas objetivas fijadas por el legislador para 
la valoración de determinados elementos de la base imponible en el Impuesto 
sobre el Patrimonio y en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
En alguno de estos sistemas se amplían las facultades de la Administración 
en la cuantificación de la deuda tributaria, llegando a rozar peligrosamente los 
límites del principio de legalidad, al dejar a la regulación reglamentaria un ele-
mento esencial del tributo. Pero, sin embargo, se simplifica y se limita las facul-
tades de la Administración dentro del procedimiento de gestión en la compro-
(18) Ibídem. 
bación de las bases imponibles, ya que su labor se reduce a verificar la correcta 
aplicación de las normas. 
No ocurre lo mismo en el caso que aquí hemos analizado. En este supuesto, 
sin ninguna reforma legislativa que varíe el régimen de estimación directa de la 
base imponible, la ambigüedad del concepto escogido por el legislador amplía 
enormemente las. facultades de la Administración en el procedimiento de ges-
tión para cuantificar la deuda tributaria. 
Pero, al mismo tiempo, el número cada vez mayor de contribuyentes con-
vierte a la comprobación de valores en una pesada carga para la Administra-
ción, abrumada, a su vez, por los recursos constantes contra sus valoraciones. 
La solución adoptada por la Administración ha sido utilizar módulos objeti-
vos o índices que sirvan de motivación a sus valoraciones, con lo cual es en el 
procedimiento de gestión donde se aplican unas estimaciones objetivas, si bien 
con posibilidad de recurso por parte de los administrados. 
Esta situación, además de poder conducir a una deslegalización de un ele-
mento esencial del tributo, puede conllevar una vulneración del principio de 
igualdad en el procedimiento de gestión según el ámbito territorial en el que se 
liquide el impuesto. 
Por lo tanto, pensamos que deben venir fijados en la ley los elementos esen-
ciales para poder cuantificar la deuda tributaria de una forma exacta; la Admi-
nistración debe comprobar la correcta aplicación de estos elementos de forma 
directa e individualizada; y, por último, en aras de una mayor coherencia y co-
rresponsa~ilidad fiscal no se debe disociar, entre entes a los que la Constitución 
otorga capacidad legislativa, la potestad normativa y la titularidad del crédito en 
un mismo tributo. 
